
E L  TRASFONDO IDEOLÓGICO 

por Victor Flores Olea 

I iay que estar en guardia: siempre es peligroso, por esque- 
mático, hablar de las fuentes ideológicas de una constitu- 
ción. esta, en primer lugar, es un acto de voluntad, un 
propósito de organizar la vida social de acuerdo con ciertos 
criterios; pero, al mismo tiempo, un acto volitivo que ha 
de tomar en cuenta, si en verdad quiere ser eficaz, la estruc- 
tura complejisinia de la realidad. E n  todo cuerpo de leyes 
se anudan forzosameiite los más variados elementos: eco- 
iioniía y objetivos p«liticos, necesidades sociales y capacidad 
organizativa de un pueblo, antecedentes citlturales y "espi- 
ritu <le la época", todo ello en una síntesis qiie por fuerza 
resulta original. Como ocurrió con el Decreto Constitucional 
de Apatzingán del 22 de octubre de 1814. 

De lo dicho se desprende que la ley iio surge ernihilo, 
sino necesariamente dentro de un miindo de formas ideales 
y sociales que determinan la voluntad del legislador. es te  
no puede escapar a la realidad de su tiempo: Hic Rhodtbs, 
/tic saitus, como decía Hegel. Lo que significa que la inves- 
tigaci6n cabal de u11 determinado orden jurídico ha de coin- 
portar, al parejo, el estudio de las condiciones políticas, 
sociales y económicas que le han servido de fundamento, 
y el marco espiritual e ideológico que integra la Weltans- 
chauzllig dominante del cuerpo legislativo. Debo advertir 
entonces que en este trabajo me he impuesto una limitación 
de principio: abordar exclusivaniente el panorama general de 
las ideas que sirvieroii de inspiración al Congreso de Aná- 
huac. 1.0s aspectos propianieiite sociológicos de la cuestión, 
de cierto serán tratados por otros autores en esta obra co- 
lectiva. 

Una advertencia más: en la Constituciih de Apatziiigán, 
al lado de los grandes principios democrático-liberales, que 
sin duda integran el nervio central del pensamiento de los 
patriotas que iniciaron nuestra independencia, encontramos 
una serie de influencias netamente "mexicanas": la situa- 
ción de los criollos eti las postrimerías de la colonia y el 
papel preponderante de la iglesia católica, que tio solainetite 
determinaron en buena medida el curso de los aconteci- 
mientos sino que impusieron un cierto "estilo" mental que 
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no podemos desconocer. Por ejemplo, el articulo primero del 
mencionado Decreto establece que "La religión católica, apos- 
tólica romana es la Única que se debe profesar en el Estado", 
excluyéndose así uno de los derechos fundamentales del 
liberalismo clásico: la libertad de creencias. Naturalmente, 
tendremos oportunidad de referirnos a estas condiciones loca- 
les, y de valorar su alcance y significado en relación con 
la labor del constituyente; sin embargo, no podemos ocultar 
que subrayaremos sobre todo la importancia de las corrien- 
tes filosóficas europeas, que le dieron verdadera consisten- 
cia doctrinal y orientación al Congreso de Aiiáhuac. Las ideas 
que habían germinado en la Nueva España, se presentan de 
alguna manera como un ápendice de estas corrientes; no como 
una prolongación inerte, sino como algo que obedecía viva- 
mente a las necesidades más ~rofundas  de una nacionalidad 
en vías de formación. 

E n  verdad. las tesis fundamentales del liberalismo indi- ~ ~~~~ 

vidualista, el' pensamiento de los enciclopedistas, de Mon- 
tesquieu, de Voltaire, de Juan Jacobo Rousseau, encontraron 
en nuestro suelo un medio de aclimatación particular. Por 
eso no podemos hablar de una mera aplicación mecánica ni 
de una imitación extralógica. En  Francia, el estallido de 
1789 tenia otras causas y otros propósitos que nuestra revo- 
lución de independencia; sin embargo, sus principios uni- 
versales se adecuaron de maravilla a nuestra lucha contra el 
régimen colonial que vivíamos, IlIencionemos de pasada que 
las ideas liberales, entre nosotros, han constituido siempre 
el nÚcleo de las corrientes progresistas mexicanas :Copia 
servil y postiza? De ninguna manera: quienes sostienen 
dicha opinión lo han hecho invariablemente desde el punto 
de vista conservador. En  el fondo, la preservación de nues- 
tras "esencias" contra lo "exótico" se ha identificado siem- 
pre con el mantenimiento de un status favorable a determi- 
nados intereses. Vale la pena recordar cómo hoy la historia 
se repite. En  noinbre de un estrecho nacionalismo se recha- 
zan las concepciones y experiencias universales de otros 
pueblos, sin sospechar que, igual que ayer, son capaces de 
promover nuestro progreso y encontrar en nuestro terri- 
torio su particular interpretación y aplicación. En  la centuria 
pasada, las ideas del liberalismo democrático se convirtieron 
en carne propia, en parte orgánica y fundamental de nues- 
tra historia. El movimiento de independencia, las luchas de 
Reforma y la Revolución Mexicana de 1910, con las profun- 
das transformaciones sociales a que dieron lugar y con los 
horizontes que abrieron a una historia desgarrada por más 



de cien años de luchas fratricidas, son la niejor prueba de 
lo que digo. 

Naturalmente, habría que analizar el papel que representan 
las ideas eti cada "tiempo" de la evolución social. Cuando 
en la Nueva España y en toda Hispanoarriérica se lucha por 
la independencia en nombre del liberalismo y de la soberanía 
de los pueblos, en Europa la Restauración se ha impuesto. 
Sin embargo, en tanto allá las mismas ideas responden a una 
situaciOn económica, política y social, resultado de un proceso 
de siglos, acá apenas anuncian el futuro, constituyen una de 
esas utopias que mueven a los pueblos, pero cuyo avance sobre 
la estructura real de la sociedad las hace impracticables. ISn 
carrihio, en la &poca de la lieforma, el liberalisino europeo ha 
perdido ya 10 más rico de su espíritu dinámico; cotiiienza a 
replegarse en sí mismo, pasa a la defensiva y se convierte en 
puraniente digestivo: está en el umbral de su propia nega- 
ción con la econoinía de monopolios. En México, por el 
contrario, ha pasado a ser una fórniula concreta de protno- 
ción económica y social, un arma para romper la organi- 
zaciún seiiiifeudal del pais y liberar una poderosa energía 
econ0mica y de riqueza, sobre todo a través de la desamorti- 
zacibn de los bienes del clero. 

Muchos de los principios político-jurídicos que inforiiiari 
la Constitución de Apatzirigán, se hallan expuestos en lo 
que po<lríaimos llamar las fuentes firóximui de esa carta: los 
escritos y proclamas de varios de los congresist;is de Anáhuac, 
y en particular de don José Maria Morelos. el verdadero 
animador y artífice del primer texto constitucional mexicano. 
Entre estos docurne~itos~ podranios citar pfincipalrnente los 
Eleiiientos cunstitz~cionales, de Ignacio Kayon; el Ma~iifiesto 
v plafi dc paz y dc qiirvra, del doctor Cos; el Rcgla$ne~?to en 

Andrés Quintana fijó las bases para determinar las fa- 
cultades y manera de proceder del Congreso de Chilpancingo: 
los Seriti~iiicntos de la nación, de Moreli~s; el Derreto de él 
inisrno aboliendo la esclavitud; y la Declaración de Zndepen- 
dcncia diclacla el 6 de noviembre de 1813 por los propios 
congresistas. En todos ellos aparecen reiteradas obsesivamente 
algutias ideas: por ejemplo, la de la soberanía popular y la 
del injusto y arbitrario despojo de sus derechos que había 
sufrido durante tres siglos la nación mexicana. E s  decir, 
ideas que le dan apoyo al moviiniento independentista y que 
reivindican nuestro derecho a gobernarnos libremente, sin 
<lependencias de ninguna clase, y establecer sobre bases jurí- 
dicas el poder político del nuevo Estado. Si dejamos a un 
lado las veleidades a f a m r  de Fernando VI1 de un Rayón, 



podemos afirmar que la vieja discusión acerca de la sobera- 
nía del pueblo o del monarca quedó reducida a cenizas. Los 
fundamentos de un gobierno democrático y representativo 
se incorporaron así en definitiva al cuerpo de nuestros prin- 
cipios políticos. Y éste no es uno de los méritos menores de 
aquellos patricios. 

En  el capítulo 11 de la Constitución de Apatzingán, se 
aborda el problema decisivo de la soberania. Artículo 5:  
". . .la soberanía reside originariamente en el pueblo, y su 
ejercicio en la representación nacional compuesta de diputa- 
dos elegidos por los ciudadanos bajo la forma que prescriba 
la constitución". Son evidentes aquí los ecos del pensamiento 
de Rousseau, con una variante: para el ginebrino, la sobe- 
ranía (la voluntad general) "no puede nunca ser enajenada, 
y. . .el soberano, que no es más que un ser colectivo, no puede 
estar representado sino por él mismo: el poder muy bien 
puede transmitirse, pero no la voluntad". Es  decir, para 
Rousseau la representación no existe, es algo imposible. Al- 
gunos autores han sostenido que esta afirmación rousseau- 
iiiana es aplicable únicamente en el caso de una democracia 
directa, en que la voluntad general pueda expresarse inme- 
diatamente y a propósito de todos los asuntos que atañen al 
cuerpo social, pero que es impracticable en los Estados mo- 
dernos, en que la democracia se mediatiza necesariamente 
y actúa a través del principio de la representación. El pue- 
blo sólo "quiere" por medio de sus representantes. Los 
congresistas de Anáhuac comprendieron bien que sin repre- 
sentación no hay ejercicio posible de la soberania popular, 
sobre todo en una país que vivía una cruenta guerra civil y 
que aún estaba lejos de lograr una cierta hegemonía sacial, 
cultural y política. 

La teoría de la representación, que constituye una de las 
categorias centrales del pensamiento político de la época 
moderna, fue pues adoptada por el primer congreso mexicano. 
Las palabras de Hobbes se adivinan en nuestro primer texto 
constitucional: "Una multitud de hombres se convierte en 
una persona cuando está representada por un hombre o una 
persona (que puede ser colectiva: VFO), de tal modo que 
esta puede actuar con el consentimiento de cada uno de los 
que integran esta multitud en particular. Es, en efecto, la 
unidad del representante, no la unidad de los representados 
lo que hace la persona una. . . ; la unidad no puede compren- 
derse de otro modo en la multitud". El  pueblo mexicano ma- 
nifestaba así su voluntad de unificarse políticamente, de inte- 
grarse en un Estado capaz de actuar y decidir, de promover 



la cooperación social-territorial de todos los miembros de la 
comunidad. A través de sus representantes, la nación aspi- 
raba a darse una organización jurídica propia, a ejercer libre- 
mente su soberanía. Por razones obvias, se acepta la llamada 
"representación supletoria". Articulo 8: "Cuatido las circuns- 
tancias de un pueblo oprimido no permiten que se haga cons- 
titucioiialmente la elección de sus diputados, es legítima la 
representación supletoria que con tácita voluntad de los ciu- 
dadanos se establezca para la salvación y felicidad común." 
Las grandes líneas del Estado de Derecho, representativo 
y popular, se iban perfilando por vez primera entre nosotros. 

En el mismo Decreto Constitucional, y coincidiendo con 
la niás vieja tradición del pensamiento político, se afirma 
que la soberanía "es por su riaturaleza imprescriptible, ina- 
lietiable e indivisible" (art. 3) .  Pero hay dos artículos que 
ameritan un comentario detallado; en ellos se reflejan algu- 
nas de las tesis más interesantes del autor del Contrato 
social. Artículo 4 :  "Como el gobierno no se instituye para 
lionra o interés particular de ninguna familia, de ningún 
honihre ni clase de ho~iibre, sino para la protección y seguri- 
dad general de todos los ciudadanos, unidos voluntariamente 
en sociedad, éstos tienen derecho incontestable a establecer 
el gobierno que más le convenga, alterarlo, modificarlo, y 
abolirlo lotalniente, cuatido su felicidad lo requiera." Ar- 
tículo 18: "La ley es la expresión de la voluntad getieral 
en orden a la fclicidad común: esta expresión se anuncia 
por los actos emanados de la representación nacional." 

Uno de los problemas nias difíciles de la teoría política, 
desde siempre, ha sido el de explicar el origen del Estado, 
y el de encontrar las bases racionales del poder politico y 
de su legítinio ejercicio. A partir del renacimiento, la idea del 
pacto social se impone con fuerza creciente; primero, para 
justificar el poder absoluto del monarca (Hobbes); después, 
para fincar sobre bases inconmovibles el principio demo- 
crático (Rousseau). El Congreso de Anáhuac, según lo he- 
mos visto, sostiene también que el cuerpo político resulta de 
la unión voluntaria de los individuos que lo componen. Ahora 
bien, de lo que se trata es de darle mowimicnto y a c i ó n  a la 
sociedad así constituida. ;Cómo? A través de la voluntad 
qencral y de la ley, que es su expresión directa. 2Ue qué 
manera se legitima el poder político? Por la voluntad gettrral 
y por la ley. ¿Cuál es la mejor forma de gobierno? Rousseau 
afirma: "Llanio, pues, república a todo Estado regido por 
leyes, bajo cualquier forma de administración.. . Todo go- 
bierno legitimo es republicano." Esta forma de gobierno, por 



definición tiende a satisfacer el interés común, dejando a un 
lado los intereses particulares y egoístas de los individuos. El 
conjunto de estas proposiciones, de clara estirpe rousseau- 
niana, ha sido expresamente incorporado a nuestra primera 
constitución. Pero analicémoslas con mayor detenimiento. 

Rousseau distingue entre zfoluntad general y voluntad de 
todos. L a  primera se refiere al interés común, la segunda al 
interés privado, que "no es más que la suma de voluntades 
particulares". Una de las cuestiones más debatidas en torno 
al Contrato social, es la de precisar con nitidez lo que debe 
entenderse por voluntad general y, sobre todo, la de saber 
cómo se forma y expresa esa voluntad en que se encarna 
soberanamente la solución de los negocios públicos. La sim- 
ple adición de los sufragios, afirma Rousseau, apenas da 
lugar a la voluntad de todos; y no es lógico suponer que 
de la suma aritmética de los intereses privados resulte el 
contenido universal, infalible, ético, de la voluntad general. 
El pueblo puede desviarse y equivocarse, suplantar la feli- 
cidad común por el egoísmo de "cada uno". En ese caso, ni 
siquiera la unanimidad de los votos representa el interés pú- 
blico: "el vínculo social empieza a relajarse y el Estado se 
debilita. . ., las ligas sociales se rompen en todos los cora- 
zones". De tesis semejantes los enemigos de la democracia 
han concluido apresuradamente que no es posible confiar al 
pueblo la tarea legislativa. El autócrata, para ellos, puede ser 
un más fiel y mejor exponente de la voluntad general que la 
asainblca de los ciudadanos. A este punto de vista el propio 
Rousseau ha contestado que no hay garantía alguna de que 
una voluntad particular coincida siempre con la voluntad 
general; por eso exige que el legislador someta su obra al 
tribunal del pueblo: "No podemos nunca estar seguros -afir- 
ma-, que una voluntad particular sea confornie a la volun- 
tad general, sino hasta que la haya sometido al sufragio libre 
del pueblo". ¿Cómo conciliar esta aparente contradicción? 
¿ N o  había dicho antes Rousseau que el pueblo puede equi- 
vocarse? A mi manera de ver, la novedad del Contrato social 
y su inspiración profundamente democrática radican en el 
hecho de que es el pueblo, la mayoría de los ciudadanos, 
quien decide en última instancia sobre la marcha de los 
asuntos públicos, sobre la forma del Estado, sobre el sentido 
preciso de la voluntad general. En definitiva, la voluntad 
de todos es la única manera real y práctica que tiene el 
pueblo para expresar su voluntad. Si quienes se equivocan 
buscan de buena fe el interés común, el voto mayoritario 
tiene un valor: ". ..quitad de esas mismas voluntades las 



más y las menos que se destruyen entre si, y queda como 
suma de las diierencias la voluntad general", dice Rousseau. 

Podríamos afirmar entonces que lo característico en Kou- 
sseau no es tanto que la soberanía "resida" en el pueblo, 
sino que es algo permanentemente activo en tl, la dináinica 
misma del comportamiento popular. Gracias a la soberanía, 
la comunidad se da a sí misma la forma de organización 
que juzgue más conveniente: "Es contrario a la naturaleza 
del cuerpo político que el soberano se imponga una ley que 
no puede infringir." Eii la Constitucióti de Apatzingán esta 
idea se refleja eii el mencionado articulo 4: " .  . .éstos (los 
ciudadanos) tienen derecho incontestable a establecer el go- 
bierno que más les converiga, alterarlo, modificarlo, y abo- 
lirlo totalmente, cuando su felicidad lo requiera." i H e  aquí 
el viejo principio de Iegibus solutus, característica esencial 
de la soberania desde Jean Rodiii, aceptado tatiibién en su 
versiGn deinocrática por el Congreso de Atiáhuac! 

En los articulas citados de nuestra primera constitución 
politica se habla en dos ocasiones de la "felicidad corriún". No 
es dificil reconocer este concepto en el "interés coriiún" 
de I?i>usseau. Debernos aclarar, sin eriibargo, que el "interés 
coniúii" del autor del Contrato social está lejos de tener el 
significado utilitarista o económico que en ocasiones se le 
ha atribuido. l in verdad, se trata de aiirmar y dotar de exis- 
tencia a una comunidad tiacional, con sus valores e insti- 
tucioiies, cnn sus resporisabilidades y su destiiio. 1.a vo1~'ntad 
general, eri su sentido niás profundo, seria paralela al impe- 
rativo categórico kantiano: la necesidad de actuar rectamente, 
co~iio única riiaiiera (le integrar y preservar ese "lo común 
sul~ra-itidi\ridual" que son los Estados nacionales. Pareceti 
tener razOri cjiiieiles han dicho que la teoría del Estado de 
1:ousscaii sc inspiró rn la "polis" antigua, y que está 
~xrnieada por ese cúrriulo de "valures eiiiocionales" <Iiie soii la 
eseiicia del rornanticisrno. Contenido ético, individualistiio 
racionalista, exaltaciúii de los valores comunes y del princi- 
pio (le la nacionalidad, forma11 parte del contenido polivalente 
<le la z,oIuntad general. Entre nosotros, es coml>rertsible que 
rjerciera una atracción marcada sobre los caudillr>s que coni- 
batían por la independencia de la Nueva España, y por dotar 
al pueblo ~iiexicano de una organización jurídica que lo ele- 
vara al rango de Estado libre y soberano, entre los demis 
Estados de la tierra. 

Tin 1:ousseau liay una relación estrechísima entre pacto 
social y Estaola de Ilerecho. Sus consecuencias más impor- 
tantes fueron tanibiéii aceptadas por el Congreso de Aiiáhuac. 



Rousseau nos dice: el problema es "encontrar una forma de 
asociación que defienda y proteja con toda su fuerza común 
a la persona y bienes de cada asociado, y por la cual, unién- 
dose cada uno a todos, no obedezca sin embargo más que 
a sí mismo y permanezca tan libre como antes". Las cláusulas 
del contrato, añade "se reducen todas a una: la enajenación 
total de cada asociadd con todos sus derechos a toda la comu- 
nidad". Aquí, nos encontramos con el cambio de la libertad 
puramente natural del individuo por su libertad civil, por su 
seguridad. Siendo para el hombre problemático y contradic- 
torio el ejercicio de sus derechos naturales, los enajena pro- 
visionalmente a la sociedad para encontrarlos de nueva cuenta 
en ella mejor reglamentados y ordenados por la ley. ¿Pode- 
mos decir entonces que el pacto social encadena a los hom- 
bres? Al contrario: los hace más libres que antes, los protege 
contra el más fuerte, fija y estabiliza el alcance de sus pode- 
res. El hombre civil es el hombre de la seguridad, de la 
organización, del Estado respetuoso y protector de los dere- 
chos individuales. En  la sociedad civil el hombre está conde- 
nado a ser libre. Parece decirnos Rousseau: "Tú tienes un 
derecho natural a la libertad, una obligación moral de ser 
libre: cúmplela en la comunidad organizada conforme a la 
ley." 

La idea "racionalista" de una sociedad armoniosa, garantía 
infalible de los atributos de la persona, implica una particular 
concepción del mundo: el automatismo de las relaciones socia- 
les y políticas, el carácter natural de las leyes económicas, la 
afirmación de que el individuo es la célula primaria de la so- 
ciedad, el papel subordinado y de mera vigilancia que le 
compete al Estado, la igualdad de los hombres frente a la ley 
y la ficción de su identidad de oportunidades en la sociedad 
civil, la existencia de un conjunto de derechos naturales reco- 
nocidos por el Estado, la perfectibilidad indefinida y morali- 
dad propias del ser humano, etcétera. Más adelante anali- 
zaremos las grandes líneas ideológicas que implican estos 
postulados; por ahora nos conformamos con subrayar que 
en la Constitución de Apatzingán, sin duda alguna, se asi- 
milaron los principales de entre ellos. 

En los capítulos IV ( D e  la ley)  y v ( D e  la igualdad, segu- 
ridad, propiedad y libertad de los ciudadanos) de la Consti- 
tuciún, los congresistas de Anáhuac fijaron taxativamente 
lo que pudiéramos llamar el puesto del hombre en la sociedad: 
la igualdad de todos frente a la ley, los derechos naturales y 
politicos fundamentales, la seguridad como elemento indis- 
pensable de la vida social, el limite de los poderes públicos, 



las garantías procesales, la libertad de trabajo y de expre- 
sión, el derecho a la construcción y el derecho de propiedad 
cuyo ejercicio es ilimitado "con tal que no contravenga a la 
ley". E s  decir, una constelación de principios que se identifica 
plenainente con los postulados más importantes de la demo- 
cracia liberal y burguesa de los siglos XVIII y x~x. A este 
respecto, algunos historiadores han afirmado que las fórmu- 
las del Decreto constituciond de Apatsingán son equívocas, 
y que demuestran una coriiprensión insuficiente de sus pro- 
pias fuentes por parte de los congresistas. Otros han dicho, 
aceptando el hecho, que la falta de claridad se explica por 
las circunstancias angustiosas y la premura en que se ela- 
boró la Constitución, que hicieron imposible para sus redac- 
tores la consulta de libros y de documentos que normalmente 
auxilian a los cuerpos legislativos. Si11 negar que estos fac- 
tores hayan intervenido, el hecho cierto es que s61o con un 
espíritu bizantino podenlos negar la orientación general que 
siguió en sus trabajos el primer constituyente mexicano. 

El articulo 20 dispone: "La sumisión de un ciudadano a 
una ley que no aprueba, no es un comproinetimiento de su 
razón, ni de su libertad, es un sacrificio de la inteligencia 
particular a la voluntad general." De esta manera se plantea 
el problema de la obligatoriedad de una ley que no ha sido 
aceptada (o que incluso es rechazada) por un individuo. Ia  
solució~i se ajusta nuevamente a los lineamientos del Con- 
trato social. Por el hecho mismo de haberse integrado al 
cuerpo político, los hombres han de sacrificar, llegado el 
caso, su criterio personal en aras del bjen común. 1.a univer- 
salidad de la ley no permite excepciones.  significa esto 
una nuem servidumbre y esclavitud? De ninguna manera: 
". ..dándose cada uno a todos no se da a nadie, y como 
no hay un asociado sobre el cual no se adquiera el mismo 
derecho que a tl se le cede sobre uno mismo, se gana el 
equivalente de todo lo que se pierde y más fuerza para 
conservar lo que se tiene." E n  dicho sistema de compensa- 
c i o ~ ~ r s ,  y en la segiiridad social que se logra por este relativo 
sacrificio, encuentra Rousseau la justificación Última del im- 
perio de la ley. De la misma manera se legitima el poder 
coactivo del Estado, el cumplimiento forzoso de la norma: 
el individuo reacio es obligado a ser libre. La realización 
plena del hombre social, y la protección acabada de sus dere- 
chos naturales, sólo existe dentro del marco del Estado. 

Esta idea aparece claramente formulada en el artículo 24: 
"La felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos 
consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y 



libertad." E n  estos objetivos se resume el fin último de las 
asociaciones políticas, Pero (en qué consisten tales derechos? 
Veamos las nociones que nos ofrece el propio Decreto Cons- 
titucional: 

a )  Articulo 19: "La ley debe ser igual para todos, pues su 
objeto no es otro, que arreglar el modo con que los ciu- 
dadanos deben conducirse en las ocasiones en que la razón 
exija que se guíen por esta regla común". 

b )  Articulo 27: "La seguridad de los ciudadanos con- 
siste en la garantía social: ésta no puede existir sin que fije 
la ley los limites de los poderes, y la responsabilidad de los 
funcionarios públicos". 

c )  Articulo 34: "Todos los individuos de la sociedad tie- 
nen derecho a adquirir propiedades, y disponer de ellas a 
su arbitrio con tal que no contravengan a la ley." 

<E) Varios' artículos en que se consagra la libertad de tra- 
bajo: 38 e1 derecho a la instrucción, 39 la "libertad de hablar, 
de discurrir, y de manifestar sus opiniones por medio de la 
imprenta.. ., a menos que en sus producciones ataque el 
dogma, turbe la tranquilidad pública, se ofenda el honor de los 
ciudadanos." 4Q 

Estas afirmaciones indudablemente manifiestan un claro 
transfondo liberal-burgués, una ideología precisa. E n  Euro- 
pa, como he dicho, habían resultado de una larga evolución 
política, social y económica; en cambio, en la Nueva España 
constituyen más bien los cimientos de un proyecto de nación, 
la imagen adelantada de lo que necesariamentt sería la histo- 
ria de nuestra comunidad. Sin embargo, la coincidencia en 
el plano de las ideas, la similitud de las urgencias es inne- 
gable. Para la burguesía, la libertad y la igualdad son las 
piedras angulares de sus reivindicaciones políticas, frente a 
un ancien régime autoritario y despótico, fundado en los 
privilegios de sangre y de nacimiento. La Filosofin de lar 
luces y el enciclopedismo encierran una critica demoledora 
del Derecho Divino, de cualquier titulo fundado en la heren- 
cia o en el mayorazgo, oponiéndose además a todos aquellos 
privilegios que suponen a los hombres diferentes por natu- 
raleza. La divinidad del monarca se cambia por otra: la 
de la Razón, principio universal que regula automáticamente 
el libre juego de las fuerzas que operan en la sociedad, y 
que convierte al hombre en un sujeto responsable, empren- 



dedor, dominado por un pathos de progreso que garantiza 
para siempre la felicidad humana. 

Pero ;cbnio se manifiesta en la práctica ese auton~atismo 
social goberriado por la razO~i? Principalmente a través de 
las relacio~ies de mercado, al que concurren sujetos econó- 
micos que se consideran libres e iguales. E l  tráfico mercantil 
debe realizarse sin ningún género de trabas, la capacidad de 
coiitratació~i de cada uno no debc sufrir iiiterferencias y 
molestias por parte de las autoridades, y se ha de contar con 
la facultad irrestricta de disponer' a voluiitad de la propiedad 
sobre cosas, instrumentos de trabajo y capital. Más adelante 
mencionaré las más evidentes niistificaciones que se escon- 
den detrás de estos postulados. Por lo pronto quiero insistir 
en que los principios políticos y las garantías individuales 
contenidas en el Decreto Constitucional de Apatzingán, res- 
ponden ~~untualinente a la letra y al espíritu de la filosofía 
liberal, fuente ideológica priucipalísirna de los congresistas de 
Anáhuac. La igualdad se consagrv conio igualdad jnridica; la 
libertad, conio derecho pleno a disporier de la propiedad pri- 
vada, todo ello dentro de una organización jurídica y politica 
que asegura a los individuos un radio de acción iiiviolable, 
frente al cual se detiene el poder del Estado. Por eso la ley 
debe fijar "los liinites de los poderes, y la responsabilidad 
de los funcionarios públicos". F'ara reforzar lo dicho men- 
cionrmos que en el mismo Decreto se destruye cualquier 
privilegio fiiridado en la sangre o en el nacin~iento, dejando 
atrás en defiiiitiva una estructura social acorde coi1 el colo- 
nialismo monárquico que vivíatnos. Articulo 25: "Ningún 
ciudadano podrá tener más ventajas que las que haya inere- 
cido por servicios Iiectios al listado. &tos no son títulos 
comunicablcs, ni hereditarios; y así es contraria a la razún 
la idea de uii hombre nacido legislador." 

Por otra parte, no podernos dejar <le mencioiiar el funda- 
mento de la divisiún de poderes, que también se consigtia en la 
Constitución, y que representa una de las bases más sólidas 
y perniatientes del Estado de Derecho y de la teoría política 
liberal. La influencia de Montesquieu en este punto fue 
determinante. Artículo 11: "Tres son las atribuciones de la 
soberanía: la facultad de dictar leyes, la facultad de hacerlas 
ejecutar, y la facultad de aplicarlas a los casos particulares." 
Articulo 12: "Estos tres poderes Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial no deben ejercerse ni por una persona, ni por una 
sola corporación." 

Uno de los aspectos más discutidos de la teoría de la divi- 
sión de poderes de Montesquieu, tal como se forniuló en el 



capitulo XI del Espiritu de las Leyes, puede plantearse de la 
manera siguiente: ¿se trata en verdad de una separación 
radical y tajante entre los poderes, de tal manera que no 
sería posible descubrir entre ellos ningún género de relación? 
0, por el contrario ¿se trata sólo de una relativa división 
que es preciso comprender, sin que sea legitimo caer en sim- 
plificaciones extremas? La segunda de estas interpretaciones 
parece ser la justa. En efecto, para Montesquieu "Todo esta- 
ria perdido si el mismo hombre o el mismo cuerpo de prin- 
cipales o de nobles, o del pueblo, ejercieran esos tres pode- 
res.. ." Se rechaza, por tanto, enérgicamente la posibilidad 
de que las facultades propias de cada uno de esos poderes 
puedan concentrarse en manos de un mismo sujeto u órgano 
colegiado; para Montesquieu esta inadmisible confusión es el 
símbolo mismo del autoritarismo y la arbitrariedad. Al con- 
trario, lo único capaz de garantizar el funcionamiento demo- 
crático del Estado, y el ejercicio de su poder conforme al 
derecho, es ese equilibrio mutuo, ese sistema de pesos y con- 
trapesos que armoniza y limita el principio disolvente de la 
autarquía. Lo cual no significa, por otra parte, que a los ojos 
de Montesquieu los órganos del Estado que ejercen cada 
uno de los poderes públicos, se encuentren definitivamente 
separados, sin ninguna especie de relación entre si. En  primer 
lugar, tal cosa significaria romper la unidad soberana del 
Estado y, en segundo lugar, hacer imposible la necesaria 
coordinación que debe existir entre los diferentes poderes. 
La objeción capital de Montesquieu, por tanto, va dirigida 
contra la reunión en las mismas manos de las inmensas facul- 
t;<<lr; dcl Estado nificlcriio, y no contra la posibilidad de que 
se ert;~lilezcnri entre I<is órcanos del ~ o d c r  público una serie de 
vasos comunicantes y deupuntos de refeiencia comunes. Él 
mismo nos habla del derecho de veto que le compete al poder 
ejecutivo, o del legislativo erigiéndose en gran jurado para 
conocer de las acusaciones que se dirigen contra los altos 
funcionarios del Estado. Se trata pues de una distinción de 
poderes, de una cierta especialización en el ejerdicio de las 
funciones públicas, pero al mismo tiempo de una colabora- 
ción funcional y de una dependencia orgánica entre ellos, 
tanto más necesaria en cuanto la vida contemporánea plantea 
una serie de exigencias múltiples que deben ser eficazmente 
satisfechas por el Estado. 

Las dos primeras constituciones en que se estableció ex- 
presamente la división de poderes, de acuerdo con los linea- 
mientos señalados, fueron la norteamericana de 1787 y la 
francesa de 1789. Es  indudable que dichos antecedentes, auna- 



dos a las referencias teóricas con que contaba el Congreso 
de Aliáhuac, influyeron decisivamente en la elaboración de 
nuestro primer texto constitucional. Por una parte, al aceptar 
y dispoi~er que los poderes del Estado son el legislativo, el 
ejecutivo y el judicial, añadiendo que "no deben ejercerse ni 
por una sola persona, ni por una sola corporación"; y por 
la otra, el admitir relaciones estrecliisimas entre los órganos 
que ejercen cada una dc esas fuiicioiies, verbigracia: el su- 
premo congreso nombra a los integrantes del supremo go- 
bierno y del supremo trihunal de justicia. 151 mito de la 
división absoluta de los poderes públicos, quedó también así, 
entre nosotros, reducido a cenizas. 

Por últiino, no podemos dejar de referirtios a la doctrina 
iriteriiacional que se anuncia en la Constitución de Apatziri- 
gYn, y ilue representa el antecedente más lejano de lo que 
ha sido uno de los principios invariables de nuestra vida 
politico-juríilica. En el articulo 9 se afirma: "Ninguria iiaci(>n 
tiene derccho para impedir a otra el uso libre de su sobera- 
nía. El titulo de cotiquista no puede legitiniar los actos de la 
fuerza; el pueblo que lo intente debe ser obligado por las 
armas a respetar el derecho convencional de las naciones." 
Aquí se sostienen encrgicamente, en esencia, los priiicipios 
de no intervención y autodetermitiación de los pueblos, y se 
rechaza la fuerza como criterio regulador de la vida inter- 
nacional. Los ecos del pensamiento de Francisco de Vitoria, 
de Jean 13odin, de Hugo Grocio, que postulaban en los albo- 
res de la época moderna un derecho de gentes obligatorio 
para todas las naciones y soberanos, se adivinan fácilniente 
en la disposición mrncionada. 

Hemos dicho en varias ocasiones que la ideologia liberal 
burguesa representaba el horizonte intelectual de los coii- 
gresistas de Anáhuac. No podemos pues, en este trabajo, 
dejar de exponer brevemente las caracteristicas ceritrales de 
dicha ideologia. 

1.a burguesía se define intelectualmente por su espíritu de 
análisis: las unidades se descomponeii en una serie de elerneti- 
tos simples. 1.a realidad se refugia en los términos Últimos dr 
su descomposicii>n. Por ejemplo, la sociedad no es sino 121 
suma de los individuos que la integran. La  segunda parte del 
postulado es que cada elemento guarda inalterablenierite sus 
propiedades esenciales. El oxígeno, el hidrógeno, el Estado, la 
economía, tienen una naturaleza inmutable; como es inmu- 
table la naturaleza del hombre. A través de las variaciones 
puramerite contingentes de la historia, de la política, de la 
lucha de clases, el hombre permanece idéntico a sí mísino. 



158 EL TRASFONDO IDEOI.ÓGICO 

E s  fácil encontrar estos principios, de manera más o menos 
explícita, en la Constitución de los Estados Unidos, en la De- 
claración de derechos del hombre y del ciudadano, y tam- 
bien en el Decreto constitucional de Apatzingán. Todos los 
hombres son iguales, quiere decir en primer lugar que todos 
participan por igual de la esencia humana. Todos los hom- 
bres son hermanos: la fraternidad es el vínculo original y 
pasivo que une a los hombres; el espíritu de análisis no 
concibe la solidaridad de clase ni de acción Todos los hom- 
bres son libres, significa que son libres para ser hombres. 
lista libertad se entiende como una ausencia de trabas al 
pleno desarrollo de las facultades intelectuales y materiales 
del ser humano. Las bases del ancien régime debían cambiar 
radicalmente: en vez de estamentos fijos, identidad de opor- 
tunidades para todos, con un automatismo social que surge 
espontáneamente de la acción múltiple y combinada de cada 
individuo. En vez de la razón divina, una razón secularizada 
que es la medida infalible de todas las cosas. Y coino sustituto 
del Estado absolutista, autorizado a intervenir en todos los 
ámbitos de la vida social, un Estado de derecho respetuoso 
de la esfera de acción de los particulares. 

El espiritu de análisis constituye el elemento permanente 
y niás profundo del idealismo subjetivo, que ha sido la doc- 
trina oficial de la burguesía desde el Discurso del &todo, 
de Descartes. En el centro de esta filosofía encontramos una 
exaltación del individuo y una afirmación apasionada de los 
valores y dignidad de la persona humana. Sin embargo, debe- 
mos preguntarnos cuál es la base material del individualismo 
burgués. 2Se trata sólo del mayor rango moral de los 
hombres que lo forjaron? 0, por el contrario luna  serie de 
necesidades prácticas y económicas exigían imperiosamente 
la elaboración de una ideología como ésa? Sin negar la alteza 
de mira de los primeros, los más serios autores han con- 
cluido que no es posible desligar un cuerpo de ideas de las 
condiciones materiales de la sociedad en que aparece. Y 
agregan que la economia de mercado se encuentra en el origen 
del individualismo liberal-burgués. 

Hemos dicho que el mercantilismo capitalista supone la 
existencia de sujetos iguales y libres que participan con los 
mismos derechos, y al mismo nivel, en el fenómeno del cam- 
bio. Desde este punto de vista, todos los hombres son libres 
e iguales quiere decir que hay una plena libertad de contra- 
tación y de concurrencia. La dinámica del capital, en su fase 
de expansión y crecimiento, hacía indispensable el recono- 
cimiento de una serie de derechos, inviolables y eternos, a 



favor del iiidividuo. Libertad e igualdad, carácter sagrado 
de la propiedad, derecho de voto, garantías frente al Tcstado, 
caf~acidad plena de contratación, autorresponsabilidad y libre 
coinpctciicia, son corolarios lógicos de la visiiin del niundo 
de la burguesía, que estaba en proceso de liquidar para 
sieiiipre la estructura cerrada, paralitica, del viejo Estado y 
de la vieja sociedad feudal-estamental. 

Está furr;i de discusiúii el avance hist6rico criarnit. que 
represcritaron las conquistas de la civi l i~aciún burguesa de 
los siglos S ~ I I I  y XIX.  Frente a la autarquía del Estado 
absolutista, se propugn6 por un orden jurídico preciso y 
estable; frciiie a la soberniiia del monarca, que gozaba de 
u11 poder iliiiiitado, se sostuvo la soberanía del pueMo y el 
~>rincil)iu <leiuocrático coino fundariierito de la viki social; 
frente a las iiorinas de excepci<jn, la igualdad de todos l<>s 
Iioilibres frente a la ley; freiite a un derecho de voto res- 
tringido a círculos de notables, el voto iiiiiversal, que por 
~)rirnera Trez abrió las puertas de la vida pública a ainplias 
capas de la población. Junto a la reivindicaci611 de una serie 
de valorcs personales, dichas afirmaciones políticas consti- 
tuyen victorias inipcrccederas de la corn~inillad humana. 

I'ero ;sigtiifica esto que la realidad de la sociedad bur- 
guesa se ha ajustado estrictamente a los l>riiici[iios decla- 
rados? ;l'udemos aceptar sin más los postulados del lihera- 
lismo clásico, o debemos preguntarnos por su funcionamiento 
cfcctivo dentro de la sociedad? I a  historia iiiisitia se ha en- 
cargado ya, en más de un aspecto, de aclarar el dileitia. La 
estructura del capitalisino y las lcyes ohjetivas de su funcio- 
namiento, han coiifinado al papel y reducido a pura fiirmula 
muchos de sus inás altos principios. E n  primer lugar, negan- 
do en la práctica la csencia de los valores individuales que 
postula; eri segundo, cancelando la igualdad y libertad juri- 
dicas al auspiciar profundas desigualdades sociales y econó- 
micas y consagrar el dominio y la explotación de una clase 
sobre otra. Ko es el lugar de referirnos in e.i-tenso al com- 
plejo proceso <le la cnnjcnación del hombre y dc la sociedad 
burguesa. tal como lo describió Marx; pero tampoco pode- 
mos pasar por alto las más evidentes mistificaciotics que en- 
cierra el pensainiento liberal. Ida finalidad última y decisiva 
del sistema capitalista consiste en producir para el mercado, 
en crear z~alorcs de cambio; la satisfacción de las necesida- 
des colectivas, en este aspecto, es sola una función derivada 
que resulta indirectamente de la circulación y corisumo de 
las mercancías. Pero lo importante es que dentro del capita- 
lismo la actividad productiva se satisface a sí misma, no 



tiene otra finalidad que la suya propia: crear valores, acumu- 
lar, obtener la más alta plusvalía posible. Ahora bien, dentro 
de esta dinámica del sistema, que gira en torno de la riqueza 
y del dinero ¿qué ocurre con el hombre? Marx ha dicho que 
las relaciones humanas, las ligas concretas entre persona y 
persona han cambiado de signo y se han convertido en rela- 
ciones entre cosas; y que incluso los valores ideales y los 
misinos hombres (el proletariado) se tornan en mercancías, 
realizándose así la cosificación de todo lo que tiene rostro 
humano. Los grandes valores del individuo se disuelven y 
pierden en las exigencias inherentes del sistema, que se im- 
ponen con férrea necesidad y alteran el significado espiritual 
de esos valores. ¿Qué significan entonces la libertad, la igual- 
dad y la fraternidad? ¿ E s  posible que sobrevivan en una 
sociedad que actúa para el cambio y la ganancia? Marx lo 
niega rotundamente: en tanto no se otorguen las mismas con- 
diciones y oportunidades a todos los individuos, la igualdad 
y la libertad formales serán una mera ficción, una mentira 
legalizada. Por otra parte, la fraternidad tampoco puede 
existir en una sociedad dividida en clases antagónicas cuyos 
intereses y lugar en el sistema son directamente contrarios. 
La relación emotiva "entre hermanos" deja su lugar a la 
solidaridad de acción y de clase, a la militancia y a la lucha. 
Para Marx, y para muchos otros autores que no podemos 
calificar de epigonos de aquél, los principios de la demo- 
cracia liberal no son sino ideologías justificadoras que, aún 
inconscientemente, sirven para tranquilizar la conciencia bur- 
guesa, Heller, por ejemplo, afirma: 

. . . eii la saciedad civil real no existe ningún mercado libre de 
camtiio, ni competencia libre, ni autorresponsabilidad y autodeter- 
mitiación libres y, sobre todo, tio se conoce le formaci6n no auto- 
ritaria del todo social mediante el juego libre e igual de las 
fuerzas. La sociedad civil real es iiiia sociedad de clases cuya 
unión se mantieiie mediante el predomiriio de uiia de ellas, para 
cuya subsistericia es, sin duda, necesario el mantenimiento de 
la ideologia de la libertad y de la igualdad. 

En  la Critica a la filosofia del Estado de Hegel, Marx nos 
dice que una de las contradicciones más notables de la socie- 
dad burguesa radica en la escisiiiu que se ha establecido entre 
coniunidad y Estado, entre economía y política, entre bour- 
geois y citoyen. El  hombre se halla desgarrado en dos esferas 
opuestas e incompatibles. Por un lado, en tanto sujeto de 
las relaciones económicas de la burguesía, pertenece a la 
sociedad civil; por el otro, en cuanto miembro del Estado, es 



sujeto activo y pasivo de las relaciones de poder. E l  hoino 
acconomicus lleva una vida aislada y egoísta, en perpetua 
contradicción con los demás miembros, también aislados y 
egoista de la sociedad civil, y en lucha constante para satis- 
facer sus necesidades más itimediatas. E l  ciuda<latio, el anincal 
politicn, vive en el Tista<l« una vida colectiva, pero una vida 
que sólo i1usor;am~nte es t i  fundada en la solidaridad; la igual- 
iiad que ha conquistado frente al Estado y la ley, encuentra 
su contrapartida en la profunda desigualdad económica de 
1;ii clases sociales. A pesar de todo, afirrna Marx, la revo- 
lución francesa trajo consigo un enorme progreso histórico 
~ ) o r q u e n o  solamente logró la igualdad ciudadana frente al 
Estado, sitio que convirtió las <lesipal~lades "naturales" del 
antiguo régitiieri en desigualdades meramente sociales, entre 
clases. 

No podernos negar que la crítica de Marx al constituciona- 
listno liberal-burgués conserva hoy, en buena medida, su 
actualidail. 1'.1 "nioderno Estado representativo", afirma, se 
ostenta como "representaci6n popular" y en verdad no es más 
que representativo y popular de clese. Y la clase no puede 
representar auténticaniente los "asuiitos generales" de la co- 
munidad. Añade: 

E1 Estado roristitiicional es el Estado en qiie el iiiteréc estatal, 
eii cuanto real iritcrés del piieblo, existe sólo formalmente. . . El 
interés del Estado. eii tanla iiiterés del piiehlo, sólo es  formalirieii- 
te, y 5610 puecle tener esa reali<lad forinal . . . El rleriiento dc clase 
es la mentira sancionada, legal, de los Estados conctituciaiiales: 
que el Estado cs el intcrés del pueblo o qie  el pueblo es  el iii- 
ter& del Estado. 1.a verdadera materia se estudiará cn cl confeni- 
do (es decir: los intereses realmente protegidos, afirmados, son 
los iiitereses de la burgucsia) . .. Ella (la hiirguesia) se lw es- 
tableci<lo roinu poder legislativo (la forma) precisriiiiente porque 
el poder legislativo es lo universal.. . 

Otra de las ideologías encubridoras de la burguesia, que 
más le han servido para lograr sus fines, sería la del ahs- 
tencio+tis+7zo estatal en materia econón~ica. E n  verdad, desde 
los primeros tiempos del capitalismo el Estado movilizó su 
poder político a favor d e  la clase en ascenso, y es muy posi- 
ble que sin este apoyo inestimable la burguesía no hubiera 
logratlo tan rápidos ni tan rotundos txitos. E l  "débil" l;sta<lo 
de la teoría liberal significa solamente que el poder público 
debe permanecer al margen de la competencia que se desarro- 
lla e11 el mercado; sin enibargo, cada vez que la clase burg-ue- 
sa ha encontrado graves escollos en el camino de su expansión, 



el Estado ha intervenido enérgicamente a s u  favor. Piéiisese, 
por ejemplo, en las represiones obreras del siglo XIX y en las 
guerras originadas por las luchas económicas de los monopo- 
lios internacionales. No se trata, naturalmente, de una movi- 
lización privada de los poderes públicos en cada caso y en 
cada momento; pero basta con que la organización juridica 
proteja en general la propiedad privada, y se utilice el po- 
der coactivo del Estado haciendo respetar el status imperan- 
te, para refutarenérgicamente el supuesto papel de media- 
dor y respetuoso abstencionista que se le ha querido atribuir 
al Estado del liberalismo clásico. 

Seria imposible negar la exactitud de estas observaciones 
críticas. Entre el grandioso proyecto histórico de los ideó- 
logos del liberalismo y el funcionamiento real del capitalismo 
y del Estado democrático-burgués, media un verdadero abis- 
1110. Siti embargo, insisto en que tampoco es posible subesti- 
niar el progreso que trajo consigo el nuevo orden. 1.a fuerza 
y la arbitrariedad como principios de gobierno fueron susti- 
tuidos por un sistema de derecho que liquidaba para siempre 
el absolutismo. E n  este sentido, podemos decir que el coiis- 
titucionalismo moderno represrnta la historia del esfuerzo 
humano por someter la antigua potestas absoluta a la ley, y 
por fnndar el poder del Estado y el gobierno en el consenso 
popular. En la raíz de este concepto late la idea de que no 
Iiay verdadero Estado ni gobierno cin constitución; no se 
concibe la unidad política del pueblo sin una ley fundamental. 
Así, pudo decir Paine que "una constitución no es un acto de 
gobierno, sino de un pueblo que constituye un gobierno". La 
voluntad mayoritaria se afirma de esta manera como el au- 
tentico sujeto-objeto de toda la vida del Estado, como princi- 
pio y fin último de la marcha de los asuntos públicos. E n  ade- 
lante, y pese a las mistificaciones y fallas que podamos descu- 
brir en el funcionamiento concreto del Estado de Derecho 
liberal-burgués, toda posible concepción democrática de la 
política ha de fundarse en la idea de que "el poder emana 
del pueblo". Ni aún la democracia socialista escapa a esta 
evidencia fundamental; sus aportaciones son más de forma 
que de fondo. Por eso decía que el principio de la soberanía 
popular es una conquista imperecedera de la civilización bur- 
guesa. 

Al lado de la afirmación soberana del pueblo, encontramos 
como tema principal del Derecho Constitucional del siglo XIX 
el de los derechos naturales del hombre. Desde este punto de 
vista, la constitución define la autoridad que el pueblo con- 
cede al gobierno, estableciendo a la par los limites de los po- 



deres públicos y la esfera de acción de los particulares. Todo 
ejercicio de autoridad fuera de esos límites, taxativamente se- 
ñalados por la ley, se considera por definición un poder ar- 
bitrario, un poder "sin derecho". Se pretende pues restringir 
el ámbito del gobierno acrecentando al mismo tiempo los de- 
rechos de los ciudadanos. Iiri el siglo XIX, el Estado se con- 
sideró sieiiipre cotiio una posible amenaza contra esos dere- 
chos de la persona: libertad de pensamiento y de expresióii, 
derecho a disponer de la propiedad, garantías jurídicas del 
acusado, etcétera. lil pueblo existía antes y por arriba de la 
constituciOn del Ilstado, pero tambi6n dentro de la iiiisma, al 
guzar siii restriccioiies del ejercicio de sus facultades confor- 
me a lo disl>uesto por la ley. Ue aquí resultaba u11 sistema 
de controles y frenos que son la característica esencial del 
estado de derecho, y que se proponian poner u11 dique a la 
acciijn ilitiiitada y totalitaria del Estado. En esto radica, en 
rni opiiiióri, otra de las aportaciones fundamentales de la civi- 
lización burguesa a la teoría política y jurídica contemporá- 
nea. Tal vez no tatito por los mecanismos concretos con que 
pretende frenar el poder del Estado, ni por la confianza in- 
genua y casi mágica que deposita eii la ley, sino por el hecho 
de haber afirniado rotiiridamente que hay un ámbito de ac- 
ción personal que debe ser respetado por el Estado, que es 
inadmisible y contrario a cualquier afán humanista un poder 
que pretenda regular hasta los más íntimos aspectos de la 
vida del iiidividuo. El I'istado total quedaba así exhibido en 
su esencial arbitrariedad e injusticia, en su carácter agresivo 
y de permanente atropello a los más elementales derechos y 
dignidad de la persona. Y esto vale indiscutiblemente para 
cualquier 1,:stado que se conciba, independientemente de su 
filiación ideológica y doctrinal. 

De lo dicho se desprende con evidencia que la Constitución 
de Apatzingán es uno de tantos frutos que aparecieron en el 
siglo X I X  del gran árbol de la filosofía liberal que se había 
venido gestaiido, lenta pero seguramente, en la historia moder- 
na (le los pueblos europeos. Hemos visto como los congresis- 
tas de Anáhuac recogieron en su obra, con profunda lucidez, 
las tesis políticas decisivas de esa corriente ideológica. La 
anterior insistencia en ellas nos perdonará de la obligación 
de enumerarlas nuevamente. Pero queda por aclarar un pro- 
blema que nos parece de la mayor importancia: ; por qué di- 
chas ideas, resultado de una evolución histórica radicalmente 
distinta a la nuestra, tuvieron en la Nueva España tamaña 
acogida? ;A qué se debió su influencia entre los mejores 
hombres del Nuevo Mundo? Y, sobre todo ¿cuál fue su ope- 



rancia real y su aplicación práctica entre nosotros? Las pre- 
guntas abarcan una serie de cuestiones que no podemos pasar 
por alto. Nos referiremos a algunas de ellas, por desgracia 
harto sucintamente. 

E n  primer lugar, no debemos olvidar que esas ideas sirvie- 
ron c&o armade  combate. E n  la lucha por la independencia 
el principio de la soberanía del pueblo era un elemento re- 
voiucionario de excepcional eficacia. Y es que no podíamos 
reivindicar el derecho a gobernarnos sin afirmar que la fuen- 
te originaria de todo poder político se encontraba en nuestra 
orooia tierra, en nuestra comunidad. Y ese solo hecho remi- 
ka ya a los paladines de nuestra independencia a las corrien- 
tes ideolóeicas que habían elaborado a un alto nivel de cohe- 
rencia ci&ifica, los principios democráticos que pugnaban 
por liquidar las bases del viejo Estado absolutista y monár- 
quico. Ahora bien, aceptar en los albores de la centuria pa- 
sada el principio de la soberanía popular, significaba admitir 
por entero, en general, la "visión del mundo" del liberalismo 

recho de propiedad, etcétera. Como siemire ha ócurrido, las 
grandes transformaciones políticas y sociales, por más que 
descubramos en ellas elementos puramente "empíricos", han 
sido posibles gracias a un respaldo teórico que les ha dado 
consistencia y que, en su momento, ha sido capaz de fundar 
un nuevo concepto del hombre, del Estado, de la economía, 
de la sociedad. La batalla por nuestra independencia política 
no constituye una excepción a eso que podríamos llamar una 
ley histórica general. E n  este sentido, diría que el "álgebra" 
de todos nuestros movimientos revolucionarios, comenzando 
por aquel que tuvo uno de sus momentos más altos en Apat- 
zingán, ha sido el de la soberanía del pueblo, que llena con 
su poder renovador la historia del mundo de los últimos dos- 
cientos años. 

No vaya a pensarse, naturalmente, que nuestra revolución 
de independencia se originó con exclusividad gracias a las 
corrientes ideológicas europeas. La particular situación de la 
Nueva España y los conflictos sociales que se desarrollaban 
en su seno, unidos al hecho próximo de la independencia nor- 
teamericana y a la decadencia de la metrópoli, fungieron co- 
mo detonadores de la explosión. E n  especial, el sentimiento 
de los criollos de la colonia, excluidos del aparato guberna- 
mental y administrativo, afirmándose como una clase con 
$enos derechos y tan capaz como los españoles para regir 



los destinos de la nación, fue una de las causas de nuestro 
riio~iiiiiento revolucionario de 1810. Por lo demás, las enor- 
mes desigualdades sociales y la miseria de millones de mesti- 
zos e indios, eriipujó a prácticamente la totalidad de habitan- 
tes <le la n'ucva España a buscar y sostener la independencia. 
Estas causas rcalcs, económicas y políticas, junto a las ideo- 
lógicas a que nos hemos referido, conformaroti la fisonomía 
peculiar de nuestras primeras liichas y, en última instancia, 
la trayectoria entera de la historia del país. 

Kos henios preguntado, sin embargo, qué operancia cfec- 
tiva tuvieron eii México los postulados filosóficos y politi- 
cos (le1 liberalismo clásico, en vista de que nuestro desarrollo 
global de iiitiguna manera correspondía al de la sociedad eu- 
ropea, niatriz y fuente de origen de dicha corriente espiritual. 
1% evidente que a principios de la centuria pasada estibanios 
aún lejos del capitalismo, y de una sociedad lo suficientemente 
madura como para organizarse de acuerdo coii, los principios 
jurídicos y estatales de la teoría liberal. 1.a mejor prueba de 
lo dicho la constituyen las décadas que vivimos el siglo pa- 
sado en la anarquía y en la ausencia de un poder permaneti- 
temente estructurado. E n  Europa, las niisnias ideas encontra- 
ban aplicacií~n i~~inediata y actud; la sociedad misma "pedía" 
s i r  organizada conforme a ellas. En México nada mis  lejos 
de la realidad, de nuestro efectivo acontecer, que la base so- 
cial y eco~ióniica del liberalismo. En consecuencia, podcrnos 
afirmar que en el tiempo de la Constitucióii de Apatzingáii 
los xrancles ideales de nuestros libertadores, en conjunto, 
apiiirtaban niucho I I T ~ S  hacia el futuro que a lo iiiinediato, y 
obedecían sobre todo a una visiún histórica panorámica y a 
largo plazo que a preocupaciones liiuitadas por lo próxinio 
y circunstancial. I'or eso ha podido escribir Lnis Villoro que 
"el congresismo de Chilpaiicingo respondía a necesidades de 
un inundo que no existía entonces". Yo agregaría que la in- 
tegración paulatina de ese niundo, a travcs de las graiides 
convulsiones sociales [le nuestra historia, definen el siglo y 
medio que tenemos de vida independiente. E n  efecto, la Re- 
volucióti de Independencia, la Reforma y la Revolución de 
1910, son otros tantos esfuerzos apasionados del pueblo me- 
xicano por integrar en definitiva una sociedad y un Estado 
autéiiticamente liberales, por encarnar en nuestra realidad los 
ideales que por vez primera expresó ese Congreso de Aná- 
huac, errahundo y heroico, firme en sus convicciones en me- 
dio de la lucha. i E s  posible concebir mayor título de gloria 
para quienes iniciaron la gesta y la aventura de una nueva 
nación, y pusieron la primera piedra de un grandioso edifi- 
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cio jurídico que aún no se termina, que busca todavía su 
remate final? 

Con una característica que no podemos olvidar: si en esen- 
cia nuestras luchas por el progreso se han llevado a cabo al 
amparo de las ideas liberales, desde el primer momento una 
profunda preocupación social, y un afán decidido por reivin- 
dicar a los humildes, representan también el nervio central y 
más generoso de esas luchas. Por eso es dificil hablar entre 
nosotros do un liberalismo clásico, en estado puro. Las ideas 
específicamente sociales han corrido al parejo de las indivi- 
dualista~ y liberales, y han dejado impresa en ellas una hue- 
lla particular. También en este aspecto le corresponde a José 
María Morelos la gloria de haber perfilado desde sus ini- 
cios una de las vertientes de nuestra historia. Basta con re- 
cordar su Decreto del 5 de octubre de 1813 aboliendo la es- 
clavitud. ¿Contradicción latente entre un liberalismo indivi- 
dualista que se afirma a cada paso, y un incipiente socialismo 
que no llega a conformarse en plenitud? En todo caso, esta- 
mos ciertos que las ambigüedades de nuestra historia, nues- 
tros cotiflictos, nuestras luchas, se resolverán siempre a favor 
del nuebio necesitado. a favor de las grandes mavorías des- - 
heredadas del país. 

;Confianza cieea en un ~os ib le  "destino manifiesto" de la <. 

nación? De ninguna manera: simple lectura en los hechos 
del pasado y certeza de que también mañana, como ayer, el 
pueblo sabrá reivindicar sus derechos y encontrar guías a la 
altura de sus más caras aspiraciones. 


